	Fecha
	31 de mayo de 1976
	Sesión número
	33

	Motivo: Amparo

	Recurrente: EUCLIDES GAMBOA GAMBOA

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN / SUBDIRECTOR DE LA GUARDIA DE ASISTENCIA RURAL / DELEGADO CANTONAL DE LOS CHILES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que habiendo sentencia firme de desalojo dictada por el Alcalde de Los Chiles contra Javier Araya y otros, el Delegado Cantonal le manifestó que no actuaría por tener órdenes del Sub-Director de la Guardia de Asistencia Rural de no intervenir en el desalojo de parásitos de la Reserva de Chambacú; quien a su vez informó que el Ministro de Gobernación indicó que en caso de desalojo de algún parásito de la Reserva de Chambacú, aún con resolución judicial, ésta, antes de hacerse efectiva, debía serle consultada a él.  Que a la fecha no ha podido encontrar autoridad responsable que acate la resolución del Alcalde de Los Chiles.

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que el desalojo de precaristas es una labor delicada que requiere el concurso de personas especializadas en estos asuntos, ya que en oportunidades los precaristas armados oponen resistencia a las autoridades.  Que es conocido que la Guardia de Asistencia Rural no posee gran cantidad de elementos en las zonas alejadas del país, lo que da origen a que cuando se solicita el desalojo de precaristas en esos lugares, el Delegado de la Guardia Rural debe comunicar a la Dirección la orden presentada, a efecto de que ésta determine la labor a realizar. Que la orden de desalojo ya fue ejecutada.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La orden judicial ya fue ejecutada por las autoridades correspondientes. Esos trámites no pueden considerarse arbitrarios en las circunstancias del caso, pues la Delegación Cantonal de Los Chiles carece de suficientes medios materiales que le permitieran vencer los obstáculos que podían haberse presentado al ejecutar la orden dictada.  La posibilidad de que a la hora del desalojo surgiera alguna oposición por las vías de hecho, aconsejaba que el Delegado Cantonal elevara el asunto a sus superiores, no porque éstos pudieran discutir o negarse a ejecutar la orden judicial, sino para ver la mejor manera de darle cumplimiento.  


N° 33
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día treinta y uno de mayo de mil novecientos setenta y seis, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Odio, Retana, Jacobo, Vallejo, Blanco, Cervantes, Valverde, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo VIII
Se conoció del recurso de Amparo interpuesto primeramente en telegrama de veinticinco de marzo del corriente año, ampliado luego en escrito de veintinueve del mismo mes, por el señor Euclides Gamboa Gamboa contra el señor Ministro de Gobernación licenciado Edgar Arroyo Cordero, y contra los señores Marcos González Gonzáles y Vianney Cruz Rodríguez, Subdirector de la Guardia de Asistencia Rural y Delegado Cantonal de los Chiles, respectivamente.
Para fundamentar el recurso, el señor Gamboa alega lo siguiente: “Que con la sentencia firme de desalojo dictada por el Alcalde de Los Chiles contra Javier Araya, Carlos Sánchez y otros, se presentó ante el Delegado Cantonal, quien le manifestó que él no actuaría por tener órdenes del Sub-Director de la Guardia de Asistencia Rural de no intervenir en el desalojo de parásitos de la Reserva de Chambacú; de seguido se comunicó con el Sub-Director de la Guardia de Asistencia Rural, señor Marcos González y éste le dijo que efectivamente el señor Ministro de Gobernación había indicado que “En caso de desalojo de algún parásito de la Reserva de Chambacú, aún con resolución judicial, ésta, antes de hacerse efectiva, debía serle consultada a él para luego hacer la consulta del caso al Instituto de Tierras y Colonización; que pese a sus esfuerzos, no ha podido encontrar autoridad responsable que acate la resolución del Alcalde de Los Chiles, lo que le está causando gran perjuicio; y que el derecho que considera violado es el establecido en el artículo 41 de la Constitución, el cual dispone que “Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales.  Debe hacérseles justicia pronta y cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes”.
El señor Ministro de Gobernación, Lic. Edgar Arroyo Cordero, contestó el recurso en la forma siguiente: Que el treinta de marzo de este año El Departamento Legal del Ministerio recibió de parte del señor Marcos González Quesada, Sub-Director de la Guardia de Asistencia Rural, el oficio No. 252 del 22 del mismo mes, suscrito por el Alcalde de Los Chiles y dirigido al Delegado Cantonal de la Guardia de Asistencia Rural, en que le pedía proceder al desalojamiento de los señores Javier Araya Chacón, Carlos Sánchez Sánchez, Daniel Solano Hernández, León Víctor Vargas Mora y Luis López Montoya, por existir sentencia firme dictada en juicio de desahucio establecido por Euclides Gamboa Gamboa contra los expresados señores; que el primero de abril siguiente la licenciada Nísida Jiménez Dam, Jefa del Departamento Legal, le dirigió al Sub-Director de la Guardia de Asistencia Rural el oficio N° 427, que dice: “Con instrucciones del señor Ministro le adjunto orden del Alcalde de Los Chiles, dictada en juicio de desahucio contra Javier Araya Chacón…etc., para que proceda a cumplirla de conformidad con lo solicitado”; que el señor Gamboa retiró personalmente ese oficio y lo llevó al Delegado de la Guardia Rural de Los Chiles, y que el día siete de abril se ejecutó el desalojamiento.
Para explicar la actuación del Ministerio a su cargo, el señor Ministro hizo también las siguientes manifestaciones: El desalojo de precaristas es una labor delicada que requiere el concurso de personas especializadas en estos asuntos.  Es sabido que en oportunidades los precaristas armados oponen resistencia a las autoridades o huyen a los rincones más apartados de las fincas.  En algunas ocasiones intentan quemar sus ranchos y demás pertenencias, con el fin de hacer creer que tal hecho ha sido cometido por la Guardia Rural, o producen toda clase de desórdenes con el mismo propósito; y además, es un hecho conocido que la Guardia de Asistencia Rural no posee gran cantidad de elementos en las zonas alejadas del país.  Todo lo expuesto ha dado origen a que cuando se solicita el desalojo de precaristas en esos lugares, el Delegado de la Guardia Rural debe comunicar a la Dirección la orden presentada, a efecto de que ésta determine la labor a realizar, sin descuidar otras múltiples funciones que también son de importancia y deben cumplirse. Agregó finalmente el señor Ministro que una diligencia de desalojo como la solicitada, no puede realizarse con la celeridad que los interesados desean, como se deprende de la anterior exposición; y que, sin embargo, hasta la fecha no ha dejado de cumplirse una sola orden judicial, en esta materia ni en ninguna otra.
A su vez, el señor Sub Director de la Guardia de Asistencia Rural informó que en ningún momento la Sub Dirección se ha negado a que la orden de desalojo se ejecute, y lo único que se hizo fue “canalizarla por los conductos más eficaces, por cuanto las unidades de apoyo son las mejores dotadas y preparadas de la Guardia de Asistencia Rural, máxime cuando se trata de desalojos, que son asuntos sumamente delicados”.

Por su parte, el Delegado Cantonal de Los Chiles manifestó que en vista de que la Guardia de Asistencia Rural de ese lugar no cuenta con los medios y hombres apropiados para llevar a cabo la diligencia ordenada, y en razón de que es política del Ministerio la de que sean consultadas todas las órdenes de desalojo por existir un pronunciamiento de la Procuraduría General de la República que faculta a la Guardia Rural para actuar en determinados casos, por todo ello se hizo saber al señor Gamboa que la orden debía enviarse en consulta a San José, que don Euclides se mostró interesado en llevar esa orden personalmente, y no fue sino hasta el miércoles siete de abril que el señor Gamboa devolvió la nota, con el visto bueno del señor Sub Director de la Guardia Rural, quien había puesto a su orden la unidad de apoyo de Ciudad Quesada, con ocho hombres, para efectuar el desalojo, el cual se llevó a cabo inmediatamente.

Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el amparo, pues la orden judicial ya fue ejecutada por las autoridades correspondientes, y la simple demora que se produjo no obedeció a negativa de esas autoridades sino a trámites internos establecidos dentro del Ministerio de Gobernación y de la Guardia de Asistencia Rural.  Esos trámites no pueden considerarse arbitrarios en las circunstancias del caso, pues la Delegación Cantonal de Los Chiles carece o carecía de suficientes medios materiales que le permitieran vencer los obstáculos que podían haberse presentado al ejecutar la orden dictada, y de allí que fuera razonable requerir el auxilio de otras “unidades de apoyo”.  Además, la posibilidad de que a la hora del desalojo surgiera alguna oposición por las vías de hecho, aconsejaba que el Delegado Cantonal elevara el asunto a sus superiores, no porque éstos pudieran discutir o negarse a ejecutar la orden judicial, sino para ver la mejor manera de darle cumplimiento.  En esas condiciones es evidente que no se ha infringido el artículo 41 de la Constitución Política. 
